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CONTENIDO DEL DERECHO DE LIBERTAD SINDICAL 

 
- STC 70/2000 

4. En numerosas ocasiones hemos declarado que el art. 28.1 CE integra, además de la vertiente organizativa de 
la libertad sindical, los derechos de actividad y medios de acción de los sindicatos -huelga, negociación colectiva, 
promoción de conflictos- que constituyen el núcleo mínimo, indispensable e indisponible de la libertad sindical. Pero, 
junto a los anteriores, los sindicatos pueden ostentar derechos o facultades adicionales atribuidos por normas legales o 
convenios colectivos que pasen a engrosar o a añadirse a aquel núcleo esencial, como los de representación institucional 
y de promoción y presentación de candidaturas en las elecciones para órganos de representación de los trabajadores en 
las empresas y en las Administraciones públicas. De este modo, el derecho fundamental de libertad sindical se integra no 
sólo por su contenido esencial mínimo indispensable, sino también por esos derechos o facultades adicionales de origen 
legal o convencional colectivo, con la consecuencia de que los actos contrarios a estos últimos son susceptibles de 
infringir el art. 28.1 CE […]. 

Ahora bien, también hemos precisado, a propósito de este contenido adicional, que no todo incumplimiento de 
cualquier precepto referido al mismo es susceptible de infringir el derecho de libertad sindical del art. 28.1 CE, sino que 
tal violación del derecho fundamental se dará cuando dichos impedimentos u obstaculizaciones existan y no obedezcan a 
razones atendibles de protección de derechos e intereses constitucionalmente previstos que el autor de la norma legal o 
reglamentaria haya podido tomar en consideración (SSTC 51/1988 y 30/1992). 

Este criterio resulta relevante en este caso, pues, como también hemos afirmado en anteriores ocasiones, el 
derecho que tienen determinadas secciones sindicales de empresa a estar representadas por delegados sindicales, con las 
competencias y garantías que les atribuye el art. 10.3 LOLS, que suponen paralelas obligaciones y cargas para el 
empleador (SSTC 61/1989 y 84/1989), no integra el contenido esencial del derecho de libertad sindical, sino que forma 
parte del llamado contenido adicional de dicho derecho. […] 
 
- STC 17/2005 

2. […] conforme a reiterada doctrina de este Tribunal, el derecho a la libertad sindical proclamado por el art. 
28.1 CE garantiza, en su vertiente individual, el derecho del trabajador a no sufrir consecuencias desfavorables en la 
empresa por razón de su afiliación o actividad sindical, de suerte que el derecho a la libertad sindical queda afectado y 
menoscabado si el trabador resulta perjudicado por el desempeño legítimo de la actividad sindical. Por ello, la libertad de 
afiliarse a un sindicato y la libertad de no afiliarse, así como el desarrollo de la actividad inherente a la legítima actuación 
sindical en el ámbito de la empresa, para defender los intereses a cuyo fin se articulan las representaciones de los 
trabajadores, constituye una «garantía de indemnidad», que veda cualquier diferencia de trato por razón de la afiliación 
sindical o actividad sindical de los trabajadores y sus representantes en relación con el resto de los trabajadores[…].  

Asimismo, el derecho a la libertad sindical (art. 28.1 CE), en su vertiente colectiva, y en virtud de una 
interpretación sistemática con el art. 7 CE y del canon hermenéutico sentado por el art. 10.2 CE, integra derechos de 
actividad y medios de acción de los sindicatos que, por contribuir de forma primordial a que el sindicato pueda 
desarrollar las funciones a las que es llamado por el citado art. 7 CE, constituyen el núcleo mínimo e indispensable de la 
libertad sindical, sin el cual ese derecho fundamental no sería reconocible. De este modo, como repetidamente ha 
declarado nuestra doctrina, la libertad sindical comprende el derecho a que los sindicatos realicen las funciones que de 
ellos es dable esperar, de acuerdo con el carácter democrático del Estado, lo que supone el derecho a llevar a cabo una 
libre acción sindical, comprensiva de todos los medios lícitos y sin indebidas injerencias de terceros […]. En coherencia 
con dicho contenido constitucional, este derecho fundamental tiene su desarrollo en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 
agosto, de libertad sindical (LOLS), donde se establece que, en el plano colectivo, el derecho de libertad sindical 
comporta que las organizaciones sindicales, en el ejercicio de la libertad sindical, tengan derecho al «ejercicio de la 
actividad sindical en la empresa o fuera de ella» [art. 2.2 d) LOLS]. Por tanto, la libertad sindical se integra por los 
derechos de actividad y los medios de acción que, por contribuir de forma primordial a que el sindicato pueda desarrollar 
las funciones a las que es llamado por el art. 7 CE, constituyen el núcleo mínimo e indispensable de la libertad sindical 
[…]. Entre estos derechos de actividad y medios de acción que constituyen el núcleo mínimo e indisponible de la libertad 
sindical este Tribunal ha venido incluyendo el derecho a la negociación colectiva, a la huelga y a la promoción de 
conflictos. […] 
 
- STC 269/2000 

4 […] el art. 28.1 CE integra, junto a su núcleo mínimo e indisponible, derechos o facultades adicionales 
atribuidos por normas legales o convenios colectivos, de modo que los actos contrarios a ese contenido adicional también 
son susceptibles de infringir dicho art. 28.1 CE […]. En segundo lugar, que el derecho que tienen determinadas secciones 
sindicales de empresa a estar representadas por delegados sindicales, con las competencias y garantías del art. 10.3 
LOLS, que conllevan paralelas obligaciones y cargas para el empleador (SSTC 61/1989 y 84/1989, de 10 de mayo), 
aunque no integra el contenido esencial del derecho de libertad sindical, sí forma parte de aquel contenido adicional, de 
forma tal que el derecho de libertad sindical consagrado constitucionalmente incluye el reconocimiento de una serie de 
garantías y facilidades para el eficaz ejercicio de sus funciones por parte de los representantes sindicales en la empresa, 



entre las que figuran los derechos de acción sindical establecidos en los arts 9 y 10 LOLS […] y, más concretamente, el 
otorgamiento al delegado sindical de las mismas garantías que las atribuidas legalmente a los representantes unitarios 
(art. 10.3 LOLS). Y, finalmente, que entre estas garantías está, sin duda, el derecho a un crédito de horas retribuido para 
el ejercicio de sus funciones de representación proclamado en el art. 68 e) del Estatuto de los Trabajadores. 

En el caso que plantea este recurso de amparo, sin embargo, está probado tanto que la fuente de asignación del 
derecho ahora suprimido fue una decisión empresarial unilateral, como que el actor es representante sindical de una 
sección sindical que, de conformidad con lo previsto en la Ley, no contaba con el derecho a disfrutar del controvertido 
crédito horario. Así pues, como sucedía también en el asunto decidido en la STC 132/2000, no puede admitirse la 
alegación del recurrente de amparo relativa a que la denegación, en sí misma considerada, de un crédito horario sindical 
que tenía su origen en la voluntad unilateral del empresario haya lesionado el derecho de libertad sindical consagrado en 
el art. 28.1 CE. No es inconstitucional la supresión de la mejora antes ostentada en tanto que no formaba parte del 
contenido adicional de ese derecho fundamental atribuido por normas legales o convencionales. […] 
 
- STC 134/1994 

4. […] el derecho a la libertad sindical reconocido en el art. 28.1 CE, en su faceta colectiva, no se agota en los 
aspectos meramente organizativos o asociativos expresamente aludidos en este precepto, sino que también comprende los 
derechos de actividad relativos a los medios de acción necesarios para que el sindicato pueda cumplir las funciones a las 
que es llamado por el art. 7 CE -SSTC 70/1982, 39/1986, 127/1989 y 30/1992, entre otras muchas-. Del mismo modo, en 
su faceta individual, este derecho no incluye sólo los aspectos meramente organizativos o asociativos explicitados en el 
mencionado precepto constitucional -derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección o a no afiliarse-, sino 
también a adherirse y participar en las actividades lícitas promovidas por los sindicatos en ejercicio de su derecho a la 
libertad sindical y, entre ellos, la adhesión y la participación en actividades sindicales que puedan convocar los 
sindicatos. […] 
 
- STC 213/2002 

4. […] Centrándonos, por tanto, en el art. 28.1 CE, es preciso recordar que aunque de su tenor literal pudiera 
deducirse la restricción del contenido de la libertad sindical a una vertiente exclusivamente organizativa o asociativa, este 
Tribunal ha declarado reiteradamente, en virtud de una interpretación sistemática de los arts. 7 y 28 CE efectuada según 
el canon hermenéutico del art. 10.2 CE, que llama a los textos internacionales ratificados por España —Convenios de la 
Organización Internacional del Trabajo núms. 87 y 98—, que su enumeración de derechos no constituye un numerus 
clausus, sino que en el contenido de este precepto se integra también la vertiente funcional del derecho, es decir, el 
derecho de los sindicatos a ejercer aquellas actividades dirigidas a la defensa, protección y promoción de los intereses de 
los trabajadores, en suma, a desplegar los medios de acción necesarios para que puedan cumplir las funciones que 
constitucionalmente les corresponden […]. 

En el art. 28.1 CE se integra, pues, el derecho a llevar a cabo una libre acción sindical, comprensiva de todos los 
medios lícitos y sin indebidas injerencias de terceros […], y , en coherencia con dicho contenido constitucional, la Ley 
Orgánica 11/1985, de 2 agosto, de libertad sindical (en adelante, LOLS), reconoce en su art. 2.1 d) "el derecho a la 
actividad sindical", regulando su ejercicio dentro de la empresa en sus arts. 8 a 11. Sin necesidad de su exposición 
exhaustiva, es de señalar que para el cabal ejercicio de la acción sindical, la Ley Orgánica de libertad sindical otorga a los 
delegados sindicales iguales derechos y garantías que el estatuto de los trabajadores destina a los miembros de comités de 
empresa y a éstos como instituciones de representación electiva de los trabajadores. De este modo, a través de la explícita 
remisión a lo dispuesto en el art. 64 LET, se reconoce a los delegados sindicales el derecho a acceder a la misma 
documentación e información que la empresa ha de poner a disposición del comité de empresa, […]. 

Ahora bien, tales representantes no sólo gozan del derecho recibir información del empresario acerca de las 
cuestiones que han quedado señaladas. Pesa también sobre ellos el deber de mantener informados a sus representados "en 
todos los temas y cuestiones señalados ... en cuanto directa o indirectamente tengan o puedan tener repercusión en las 
relaciones laborales" (art. 64.1.12 LET). Como hemos tenido la oportunidad de decir en anteriores ocasiones, esa 
transmisión de noticias de interés sindical, ese flujo de información entre el sindicato y sus afiliados, entre los delegados 
sindicales y los trabajadores, "es el fundamento de la participación, permite el ejercicio cabal de una acción sindical, 
propicia el desarrollo de la democracia y del pluralismo sindical y, en definitiva, constituye un elemento esencial del 
derecho fundamental a la libertad sindical" (SSTC 94/1995, de 19 de junio, FJ 4; y 168/1996, de 25 de noviembre, FJ 6). 
Ciertamente, el derecho y deber de información de los delegados sindicales —al igual que el de los representantes 
electivos o unitarios de los trabajadores y de los funcionarios públicos— no resulta ilimitado, sino que se encuentra 
condicionado por la imposición legal de un "deber de sigilo profesional" (art. 10.3.1 LOLS, en relación con el art. 65.2 
LET y art. 10, párrafo 2, de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las 
condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones públicas). A través del mismo, se 
impone a los representantes de los trabajadores la obligación de no difundir determinadas informaciones que les 
proporciona la empresa en cumplimiento de su obligación legal de información sobre las materias competencia de la 
función de representación de aquéllos. Pero tampoco el deber de sigilo es irrestricto, antes al contrario se acota en los 
términos del art. 65.2 LET para permitir el desenvolvimiento de la labor de representación, garantizando una base de 
confianza entre el sujeto informante (empresario) y el informado (representante) y reduciendo así los temores o las 
reservas del primero por facilitar una información cuya divulgación podría perjudicar sus intereses. […] 
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